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las actoras haber recibido un trato discriminatorio por
parte de «Telefónica de España, S. A.», en relación con
los trabajadores del locutorio de Santander, quienes sí
fueron integrados en la citada empresa con la condición
de fijos de plantilla.

Esta queja debe ser también desestimada atendiendo
a la doctrina constitucional sobre la eficacia del principio
de igualdad en el ámbito de las relaciones laborales.
Este Tribunal, en la STC 34/1984, de 9 de marzo, ya
declaró que la aplicación del principio de igualdad no
resulta excluída en el ámbito de las relaciones laborales,
si bien su aplicación se encuentra sometida a impor-
tantes matizaciones en este ámbito. Para afirmar que
una situación de desigualdad de hecho no imputable
directamente a la norma tiene relevancia jurídica, es pre-
ciso que exista un principio jurídico del que derive la
necesidad de igualdad de trato entre los desigualmente
tratados, y esta regla o criterio igualatorio puede ser
sancionado directamente por la Constitución (por ejem-
plo, por vía negativa, a través de las interdicciones con-
cretas que se señalan en el art. 14), arrancar de la Ley
o de una norma de inferior rango, de la costumbre o
de los principios generales del Derecho (STC 59/1982,
de 28 de julio). Ahora bien, en el ámbito que nos ocupa,
la legislación laboral [arts. 4.2 c) y 17 LET] ha establecido
la prohibición de discriminación entre trabajadores por
una serie de factores que cita, pero no ha ordenado
la existencia de una igualdad de trato en sentido abso-
luto. Ello no es otra cosa que el resultado de la eficacia
del principio de la autonomía de la voluntad que, si bien
aparece fuertemente limitado en el Derecho del Trabajo,
por virtud, entre otros factores, precisamente del prin-
cipio de igualdad, subsiste en el terreno de la relación
laboral.

Por consiguiente, el art. 14 C.E. no impone en el ámbito
de las relaciones laborales la existencia de una igualdad
de trato en sentido absoluto, pues la eficacia en este ámbi-
to del principio de la autonomía de la voluntad deja un
margen al acuerdo privado o la decisión unilateral del
empresario, en ejercicio de sus poderes de organización
de la empresa. En la medida, por tanto, en que la diferencia
de trato no posea un significado discriminatorio, por incidir
en alguna de las causas prohibidas por la Constitución
o el Estatuto de los Trabajadores, no puede considerarse
como vulneradora del principio de igualdad. En definitiva,
dado que las actoras no denuncian una discriminación
basada en una causa prohibida por la Constitución o el
Estatuto de los Trabajadores, la diferencia de trato denun-
ciada no vulnera el art. 14 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de julio de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

15921 Sala Segunda. Sentencia 198/2000, de 24
de julio de 2000. Recurso de amparo
2.488/96. Promovido por don Narciso Higue-
ro de Blas frente a las Sentencias de la Sala
Primera del Tribunal Supremo y de la Audien-
cia Provincial de Burgos que desestimaron su
reclamación de cantidad por daños y perjui-
cios contra los responsables de las lesiones
sufridas en una riña tumultuaria. Supuesta vul-
neración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva sin indefensión: apreciación de prescrip-
ción de una acción de responsabilidad civil
que no incurre en error patente ni en irra-
cionalidad.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.488/96, promovido
por don Narciso Higuero de Blas, representado por la
Procuradora doña Carmen Moreno Ramos y asistido por
el Letrado don Andrés de las Heras de la Cal, contra
la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo,
de 18 de mayo de 1996 que declara no haber lugar
al recurso de casación 2.967/92 interpuesto contra la
dictada, con fecha 14 de julio de 1992, por la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Burgos en autos
de juicio declarativo ordinario de menor cuantía, así
como contra esta última. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Guillermo
Jiménez Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 18
de junio de 1996 doña Carmen Moreno Ramos, Pro-
curadora de los Tribunales, en nombre y representación
de don Narciso Higuero de Blas, interpone recurso de
amparo contra las Sentencias de la Sala de lo Civil del
Tribunal Supremo y de la Audiencia Provincial de Burgos
de las que se ha hecho mérito en el encabezamiento.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Durante el transcurso de un partido de fútbol,
disputado el día 6 de mayo de 1984, en la localidad
de Berlangas de Roa (Burgos) entre el equipo local y
el de Cabañes de Esgueva, don Narciso Higuero de Blas
fue golpeado, con resultado de lesiones que tardaron
en curar 125 días, perdiendo casi totalmente (en un 85
por 100) la visión del ojo derecho.

b) Como consecuencia de dicho suceso el Juzgado
de Instrucción de Aranda de Duero abrió diligencias pre-
vias (núm. 156/84), transformadas ulteriormente en el
sumario núm. 109/85, sobreseído por Auto de 3 de
octubre de 1985, a tenor de lo dispuesto en el art. 641.2
L.E.Crim., por desconocerse la persona causante de las
referidas lesiones.

Con posterioridad, a resultas de averiguaciones rea-
lizadas por cuenta del propio afectado y puestas en cono-
cimiento del Juzgado de Instrucción a través de un acta
notarial de manifestaciones, las diligencias previas fue-
ron reabiertas.
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c) Las conclusiones provisionales del Ministerio Fis-
cal en el procedimiento penal abreviado núm. 588/88
calificaron los hechos como constitutivos de un delito
de lesiones en riña tumultuaria, responsabilizando de
él a don Luis Camarero, don Pedro Arranz Perosanz y
don Lorenzo Gil Hornillos. Dentro del acto del juicio oral,
celebrado el 26 de octubre de 1989, el Fiscal, en sus
conclusiones definitivas, retiró la acusación respecto de
los tres acusados, dada la despenalización que del delito
de lesiones en riña tumultuaria había llevado a cabo
la reforma del Código Penal operada por la Ley Orgánica
3/1988, de 21 de junio, de actualización del Código
Penal.

d) Mediante Sentencia de 30 de octubre de 1989
el Juez de Instrucción de Aranda de Duero, aun cuando
absolvió a los tres acusados, estableció y fijó la respon-
sabilidad de éstos en concepto de autores de las lesiones
sufridas por el actual recurrente.

Contra dicha resolución recurrieron los acusados ante
la Audiencia Provincial de Burgos (Sección Primera), la
cual dictó Sentencia el 22 de marzo de 1990 declarando
en su FJ 1, como antes lo hiciera la resolución recurrida,
la participación de los tres acusados como autores de
las graves lesiones sufridas por el Sr. Higuero de Blas.

e) Con fecha 2 de marzo de 1991 se formuló
demanda sobre reclamación de cantidad por daños y
perjuicios contra don Luis Escudero Camarero, don Pedro
Arranz Perosanz y don Lorenzo Gil Hornillos, que formó
autos de juicio declarativo de menor cuantía núm. 74/91
del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Aranda de
Duero.

Mediante Sentencia de 16 de octubre de 1991, esti-
matoria de la demanda, el Juez condenó a los deman-
dados a satisfacer al actor la suma de 6.625.000
pesetas.

f) Contra dicha resolución se interpuso por parte
de los demandados recurso de apelación (rollo 506/91),
que fue resuelto mediante Sentencia de 14 de julio de
1992 de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Burgos, revocatoria de la dictada en la instancia.

g) Contra esta última resolución interpuso la repre-
sentación procesal del actual demandante de amparo
recurso de casación (núm. 2.967/92) basado en cuatro
motivos, el cual fue desestimado mediante Sentencia
de 18 de mayo de 1996 de la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo.

3. En la demanda de amparo se alega la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 C.E.), resultante de la interpretación judicial
de la naturaleza y alcance de la acción indemnizatoria
ejercitada.

Comienza por oponerse el recurrente a la desesti-
mación judicial de su pretensión indemnizatoria al sos-
tener que el fundamento de la Sentencia dictada tendría
que haberse buscado en la actio ex delicti del
art. 1.092 C.C., y no en lo establecido en el art. 1.902
C.C., ya que, según entiende, más allá de los avatares
relativos a la formulación de su pretensión indemniza-
toria, la virtualidad del principio iura novit curia debió
haber llevado a la Audiencia Provincial (como había lle-
vado al Juez de Instrucción) a declararlo así.

En esta misma línea expositiva, y aun en el caso de
que la ejercitada pudiera considerarse sometida a lo dis-
puesto en el art. 1.902 C.C., el dies a quo o plazo para
ejercitar la acción indemnizatoria sólo podría computarse
a partir del momento en que el perjudicado tuvo cono-
cimiento de quiénes le agredieron.

Se suplica, en consecuencia, del Tribunal que, otor-
gándose el amparo solicitado, se deje sin efecto la reso-
lución impugnada, estimándose la pretensión indemni-
zatoria tal como se hizo ya en primera instancia.

4. Por providencia de 24 de enero de 1997 la Sec-
ción Tercera de este Tribunal admitió a trámite la deman-
da de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, acordó dirigir atenta comunicación, de
una parte, a la Sala Primera del Tribunal Supremo y
a la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Bur-
gos para que, dentro del plazo de diez días, remitiesen
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes al recurso de casación núm. 2.967/92
y al recurso de apelación núm. 506/91, respectivamen-
te, y, de otra parte, al Juzgado de Primera Instancia
núm. 2 de Aranda de Duero a fin de que, dentro del
referido plazo, remitiese certificación o fotocopia adve-
rada de las actuaciones correspondientes al juicio decla-
rativo ordinario de menor cuantía núm. 74/91, previo
emplazamiento para su posible comparencia en el recur-
so de amparo, asimismo en el plazo de diez días, a quie-
nes hubieran sido parte en el procedimiento, con excep-
ción de la parte recurrente.

5. Por providencia de 17 de abril de 1997, la Sec-
ción Tercera acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, por el plazo
común de veinte días, para que presentasen las alega-
ciones que estimasen pertinentes, conforme determina
el art. 52.1 LOTC.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el día 27
de mayo de 1997 presentó el Fiscal su alegato, inte-
resando la desestimación del amparo solicitado por esti-
mar que la discrepancia en torno a la naturaleza de la
acción indemnizatoria deducida por el recurrente y el
régimen de su prescripción, en tanto que cuestiones de
legalidad ordinaria, conforme a reiteradísima jurispruden-
cia, escapan a la competencia de este Tribunal.

Tras un recordatorio de la doctrina constitucional,
concluye el Fiscal que la discrepancia de parte con la
declaración judicial de que la acción ejercitada por el
actor es extracontractual (art. 1.902 C.C.), por entender
concurrentes todos los elementos de dicha acción y
haber quedado despenalizados los hechos, así como la
consecuente constatación de que el plazo de prescrip-
ción de dicha acción es más corto que el de la pretendida
actio ex delicti (art. 1.092 C.C.), en cuanto que el pro-
nunciamiento judicial no resulta inmotivado o infundado,
ni es arbitrario o irracional, ni alcanza tampoco a vulnerar
algún derecho constitucional amparable distinto de los
contenidos en el art. 24.1 C.E. que se invoca como vul-
nerado, aparece desprovista de toda dimensión cons-
titucional y, no siendo este Tribunal una tercera instancia,
no podría entrarse a conocer y resolver en amparo esa
discrepancia sin desconocer al propio tiempo la espe-
cífica naturaleza de este recurso constitucional.

7. Por diligencia de 29 de mayo de 1997 se hace
constar que la representación procesal del recurrente
no presentó escrito alguno de alegaciones.

8. Por providencia de 20 de julio de 2000 se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 24 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo
de 18 de mayo de 1996 que declara no haber lugar
al recurso de casación interpuesto contra la dictada por
la Audiencia Provincial de Burgos (Sección Segunda) en
autos de juicio declarativo ordinario de menor cuan-
tía 74/91, así como contra esta última.

En lo sustancial, mediante las resoluciones impug-
nadas se determina (y confirma) que la indemnizatoria
ejercitada es una acción por culpa extracontractual y
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no la actio ex delicti que el recurrente pretende, y asi-
mismo, y en consecuencia, que el plazo de prescripción
es más corto que el que entiende éste aplicable y se
inicia en distinto momento procesal que el que dicho
recurrente estima que debe tomarse en consideración.

Sostiene el demandante que, al responder así a su
pretensión, las resoluciones impugnadas han vulnerado
el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
que en el art. 24.1 C.E. se reconoce. De otra opinión
es el Ministerio Fiscal, quien mantiene que la determi-
nación, tanto de la naturaleza de la acción ejercitada
como de los plazos, cómputo e iniciación de la pres-
cripción, constituyen materias de legalidad ordinaria,
carentes de toda dimensión constitucional.

2. En relación con el tema planteado ha de recor-
darse que es reiterada jurisprudencia de este Tribunal,
de una parte, que la tutela judicial efectiva se satisface
mediante el acceso de las partes al proceso sin limitación
de garantías ni impedimento alguno para alegar y demos-
trar en el proceso los propios derechos (STC 40/1994,
de 15 de febrero, por otras) y mediante la obtención
de una respuesta judicial razonada, motivada y fundada
en Derecho, tanto si resuelve acerca del fondo de la
pretensión de las partes, como si se inadmite la acción
o recurso en virtud de la aplicación, razonada en Derecho
y no arbitraria, de una causa legal debidamente acre-
ditada (STC 220/1993, de 30 de junio, por otras). Asi-
mismo hemos mantenido que, como quiera que el
art. 24.1 C.E. no enuncia un imposible derecho al acierto
del Juzgador, en el desempeño de la específica juris-
dicción constitucional de amparo de derechos funda-
mentales, que no es una tercera instancia revisora
(STC 165/1999, de 27 de septiembre, por otras) ni tam-
poco una instancia casacional (STC 22/1994, de 27
de enero, por otras), a este Tribunal no le corresponde,
ni constatar el grado de acierto de una determinada
resolución judicial, ni indicar la interpretación que haya
de darse a la legalidad ordinaria, función esta última
que se atribuye en exclusiva a los Tribunales del orden
judicial correspondiente (STC 47/1989, de 21 de febre-
ro, entre otras muchas).

Es notorio que, salvo excepción (SSTC 89/1999,
de 26 de mayo; 160/1997, de 2 de octubre; 220/1993,
de 30 de junio, por todas), la relativa a la interpreta-
ción de las normas sobre la naturaleza, existencia, plazos,
cómputo e iniciación de la prescripción es cuestión de
mera legalidad, carente de relevancia constitucional; y
otro tanto cabe afirmar respecto de la interpretación
acerca de cuál sea la naturaleza jurídica de una deter-
minada acción, lo que resultará de la subsunción judicial
de los hechos enjuiciados en la norma jurídica aplicable.

3. En el presente supuesto la Audiencia Provincial
de Burgos y el Tribunal Supremo, los órganos judiciales
cuyas resoluciones son aquí objeto de impugnación, aten-
didos los elementos concurrentes en el caso, han con-
siderado que la acción realmente ejercitada ha sido la
extracontractual o aquiliana del art. 1.902 C.C., no la
actio ex delicto del art. 1.092 C.C., como pretende hacer
valer el recurrente mediante la invocación del principio
iura novit curia, que (según los propios términos de su
alegación) no podría verse estorbada por «la ambigüedad
de la fundamentación jurídica contenida en su demanda».

Ahora bien, según afirma expresamente el fundamen-
to de derecho segundo de la Sentencia dictada en casa-
ción, ni habría tal ambigüedad, ni en el principio iura
novit curia podría sustentarse una pretensión semejante.

En cuanto a lo primero, queda efectivamente de mani-
fiesto que el demandante ha ejercitado una acción per-
sonal o petición de condena al pago de daños y perjuicios
causados al amparo del art. 1.902 C.C.; que así se reco-
noce expresamente en los fundamentos de derecho pri-

mero y sexto de la resolución dictada en primera ins-
tancia, la cual estima la demanda y, en consecuencia,
condena a los codemandados a indemnizar al actor con-
junta y solidariamente; que otro tanto resulta de la dic-
tada en segunda instancia, sin perjuicio de que se revo-
case la dictada en la instancia, estimándose prescrita
la acción dado que, por «estar acreditado en autos y
no ser objeto de controversia que el auto de sobresei-
miento provisional de la causa penal se produjo el
3-10-85, se hace patente... que cuando se presentó la
demanda en la jurisdicción civil (14-3-91) ejercitando
la acción extracontractual del art. 1.902 del Código civil
ya había transcurrido con notorio exceso el plazo del
año que el art. 1.968.2 del Código civil previene...» (FJ 3);
y que, en todo caso, una vez despenalizada la conducta
enjuiciada falta el presupuesto mismo para poder sus-
tentar una actio ex delicto que el recurrente pretende
anudar a una interpretación analógica con otros supues-
tos disímiles (de indulto o muerte del reo) en los cuales,
a diferencia del supuesto de despenalización, no obs-
tante la extinción de la responsabilidad penal se pre-
supone la existencia de delito.

Por lo demás (viene a sostenerse en el fundamento
de derecho segundo, in fine, de la resolución dictada
en casación), el principio iura novit curia no podría cobijar
el pretendido cambio de acción, pues una semejante
alteración del debate, sin darse a los demandados la
oportunidad de hacer alegaciones al respecto y de pro-
poner la práctica de aquellas pruebas que estimasen
pertinentes, comportaría sin duda una conculcación de
los principios contradictorio y de defensa.

4. Proyectando al caso la doctrina constitucional
expuesta se ha de responder a la cuestión planteada
que las resoluciones judiciales objeto de impugnación
no han lesionado el derecho constitucional a la tutela
judicial efectiva sin indefensión, que se invoca como vul-
nerado, al determinar que la acción ejercitada por el
recurrente no ha sido la prevista en el art. 1.092 C.C.,
sino la aquiliana o extracontractual del art. 1.902 C.C.,
y, en consecuencia, que la demanda se interpuso extem-
poráneamente, prescrita ya la referida acción.

Queda acreditado, y el propio recurrente lo reconoce
(en casación), que la resolución impugnada ha resuelto
el debate procesal declarando que la acción ejercitada
no es otra que la extracontractual (art. 1.902 C.C.), lo
que resultaría tanto del iter procesal como de la des-
penalización del hecho enjuiciado.

Pues bien, cuando se denuncia en amparo una inter-
pretación judicial relativa a una cuestión de mera legalidad
y (como es aquí el caso) no se advierte la concurrencia
de excepción alguna que pueda conferir a la queja la
relevancia constitucional precisa en amparo, puesto que
la decisión cuestionada no se halla incursa en ningún error
patente, ni es tampoco arbitraria o irracional, sino que,
antes al contrario, se trata de una resolución judicial sufi-
cientemente motivada y fundada en Derecho, este Tribunal
no puede, sin desconocer su específica jurisdicción, entrar
a conocer de la discrepancia opuesta por el recurrente
a las resoluciones impugnadas reabriendo el debate, y
ello, según se ha dicho (STC 160/1997, entre otras varias)
aun cuando cupiera una interpretación más favorable a
los intereses del recurrente.

Sin perjuicio, pues, de la discrepancia de parte, tanto
respecto a la naturaleza misma de la acción ejercitada
como respecto del plazo y cómputo de la prescripción,
así como nada cabría oponer en amparo a la inicial deter-
minación de la naturaleza extracontractual de la respon-
sabilidad declarada, nada puede oponerse tampoco a
la posterior apreciación de que la acción ejercitada ha
prescrito, como consecuencia de haber transcurrido en
exceso el plazo (más corto) legalmente establecido para
su ejercicio (art. 1.968.2 C.C.), computado, no del modo
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que ha pretendido hacer valer el recurrente, sino, con-
forme a lo dispuesto por el Juzgador, desde la fecha
en que fue dictado el Auto de sobreseimiento provisional
de la causa penal.

Así planteada, la pretensión deducida ante este Tri-
bunal en amparo no va más allá de la exteriorización
de una mera discrepancia de parte con respecto a la
interpretación judicial de la legalidad aplicable al caso,
por lo que, conforme a la doctrina expuesta, se evidencia
carente de la relevancia constitucional precisa en amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de julio de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

15922 Sala Primera. Sentencia 199/2000, de 24 de
julio de 2000. Recurso de amparo 3.119/96.
Promovido por doña Pilar Suárez Ruiz y otros
frente a la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo que, estimando un
recurso de casación interpuesto por «Telefó-
nica de España, S. A.», declaró improcedente
su despido, en vez de nulo. Supuesta vulne-
ración del derecho a al tutela judicial efectiva
(indemnidad y ejecución): despido de los tra-
bajadores empleados en locutorios telefóni-
cos (STC 196/2000).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Fernando Garrido Falla y doña María Emilia Casas
Baamonde, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.119/96 interpuesto
por doña Pilar Suárez Ruiz, doña Susana Gea Huarte,
don Antonio Suárez Martínez, don José Pérez Sánchez
y doña María Elisa Cuenca Martín, representados por
la Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Ruano
Casanova y asistidos por la Letrada doña Aurora Vidal
Climet, contra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo de 11 de junio de 1996, de inadmisión de
recurso de casación para la unificación de doctrina inter-
puesto frente a la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana de 12 de diciembre de 1995, que confirmó la
dictada por el Juzgado de lo Social núm. 6 de Valencia,
de 22 de febrero de 1994, en autos sobre despido. Han
sido partes, además del Ministerio Fiscal, «Telefónica
de España, S.A.», representada por el Procurador don
Juan Antonio García San Miguel y Orueta, y asistida

por el Letrado don Angel Luis Marchamalo Rodríguez-Es-
tremera. Ha sido Ponente el Presidente don Pedro Cruz
Villalón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
31 de julio de 1996, doña Pilar Suárez Ruiz, doña Susana
Gea Huarte, don Antonio Suárez Martínez, don José
Pérez Sánchez y doña María Elisa Cuenca Martín, repre-
sentados por la Procuradora de los Tribunales doña Bea-
triz Ruano Casanova, interpusieron recurso de amparo
contra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Supre-
mo de 11 de junio de 1996, de inadmisión de recurso
de casación para la unificación de doctrina interpuesto
frente a la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 12
de diciembre de 1995, que confirmó la dictada por el
Juzgado de lo Social núm. 6 de Valencia, de 22 de febre-
ro de 1994, en autos sobre despido.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

a) Los demandantes de amparo prestaban servicios
como telefonistas, en el locutorio público Ribera de
Valencia, situado en la Plaza del Ayuntamiento de la
ciudad de Valencia, en virtud de un contrato de trabajo
con la adjudicataria del mismo, doña Cristina Hernández
Sanz. La explotación del locutorio correspondía a «Te-
lefónica de España, S. A.»

b) Con fecha de 12 de julio de 1992, los recurrentes
presentaron demandas declarativas de derechos contra
«Telefónica de España, S. A.», y contra doña Cristina Her-
nández Sanz, reclamando se les reconociera la condición
de trabajadores fijos de la Compañía Telefónica, por
cesión ilegal de mano de obra (art. 43 L.E.T.). Las deman-
das fueron desestimadas por la Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 10 de Valencia de 12 de febrero de
1993.

Interpuesto recurso de suplicación, el mismo sería
parcialmente estimado por Sentencia de la Sala de Social
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana de 7 de marzo de 1995, que, aplicando la doctrina
dictada en unificación por el Tribunal Supremo en las
Sentencias de 17 de julio y 15 de noviembre de 1993
y 18 de marzo de 1994, declaró el derecho de los deman-
dantes de amparo a ser integrados en la plantilla de
Telefónica, con la antigüedad obtenida desde el inicio
de su relación laboral con la adjudicataria, pero sin las
consecuencias económicas pretendidas, por no despren-
derse tales consecuencias del art. 43 L.E.T.

c) Con fecha de 17 de noviembre de 1993 (y pen-
diente entonces de tramitación el referido recurso de
suplicación), la Compañía comunicó a la adjudicataria
del locutorio telefónico donde prestaban servicio los
demandantes de amparo, doña María Cristina Hernández
Sanz, que el día 19 de noviembre de 1993 quedaría
resuelto el contrato civil de prestación de servicios en
el locutorio de Ribera, debiendo comunicar a los tra-
bajadores la extinción de los contratos. Con fecha de
18 de noviembre de 1993, «Telefónica de España, S. A.»,
indicó a cada uno de los trabajadores la resolución del
contrato civil de prestación de servicios con doña María
Cristina Hernández Sanz, y la consiguiente extinción de
contratos de los mismos, el día 19 de noviembre de
1993. Se acompañó copia del escrito dirigido a la Sra.
Hernández, en la notificación a cada trabajador.

d) Frente a la anterior decisión extintiva de su rela-
ción laboral, los recurrentes presentaron demandas por
despido contra «Telefónica de España, S. A.» y contra
doña Cristina Hernández Sanz, solicitando que fuesen
declarados nulos por vulneración de los derechos fun-
damentales consagrados en los arts. 24 y 14 C.E.


